
 

 
  

INICIATIVA QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 73 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 

ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, A CARGO DE LA DIPUTADA MARÍA GUADALUPE 

ALMAGUER PARDO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRD 

Planteamiento del problema 

Alcanzar la igualdad sustantiva entre los géneros es el objetivo primordial de las sociedades democráticas, esta 

apuesta implica, principalmente, erradicar las violencias que se ejercen contra mujeres y niñas, ya que limita el 

ejercicio de sus derechos fundamentales y vulnera distintas áreas de su desarrollo individual y colectivo. 

En México, la violencia contra las mujeres y las niñas es un problema público que persiste y ha ido en aumento. 

De acuerdo con datos del Instituto Nacional de Geografía y Estadística (INEGI) en su Encuesta Nacional sobre 

la Dinámica de las Relaciones en los Hogares de 2016, el 66.1% de las mujeres de 15 años y más, ha sufrido 

algún tipo de violencia (física, sexual, emocional, o económica) alguna vez en su vida. De este porcentaje, el 

43.9% ha enfrentado esos episodios de violencia por parte de su esposo, pareja actual o expareja durante su 

relación; mientras que el 53.1% sufrió violencia por parte de un agresor distinto a la pareja. 

En lo relativo a la violencia feminicida, vemos un preocupante aumento desde el 2015, año en el cual, según 

datos del INEGI, 2, 383 mujeres fueron asesinadas, aumentando la cifra en 2016 con un registro de 2, 813 

casos. Es decir, en México, murieron 8 mujeres al día durante 2016 

Si bien es cierto que erradicar la violencia contra las mujeres y las niñas, requiere además de políticas públicas 

integrales enfocadas en su prevención, también lo es que cuando estos actos se cometen, las víctimas deben 

tener la certeza de que cuentan con el respaldo institucional y, por lo tanto, es indispensable crear un marco 

legal que les permita acceder a la justicia desde la perspectiva de género. 

Argumentos 

Diversos esfuerzos internacionales, han surgido para erradicar la violencia contra mujeres y niñas, mismos que 

se han visto traducidos en legislaciones, planes, acciones y políticas públicas, para orientar las estrategias de los 

gobiernos nacionales y locales alrededor del mundo. 

Una de las agendas que ha marcado la ruta en este sentido, es la que plantea los 17 Objetivos de Desarrollo 

Sostenible de la Organización de las Naciones Unidas, que enmarca como Objetivo número 5 la Igualdad de 

Género. A partir de las siguientes metas: 

5.1 Poner fin a todas las formas de discriminación contra todas las mujeres y las niñas en todo el mundo 

5.2 Eliminar todas las formas de violencia contra todas las mujeres y las niñas en los ámbitos público y 

privado, incluidas la trata y la explotación sexual y otros tipos de explotación 

5.3 Eliminar todas las prácticas nocivas, como el matrimonio infantil, precoz y forzado y la mutilación 

genital femenina 

5.4 Reconocer y valorar los cuidados y el trabajo doméstico no remunerados mediante servicios públicos, 

infraestructuras y políticas de protección social, y promoviendo la responsabilidad compartida en el hogar y 

la familia, según proceda en cada país 



 

 
  

5.5 Asegurar la participación plena y efectiva de las mujeres y la igualdad de oportunidades de liderazgo a 

todos los niveles decisorios en la vida política, económica y pública 

5.6 Asegurar el acceso universal a la salud sexual y reproductiva y los derechos reproductivos según lo 

acordado de conformidad con el Programa de Acción de la Conferencia Internacional sobre la Población y el 

Desarrollo, la Plataforma de Acción de Beijing y los documentos finales de sus conferencias de examen 

La ONU marca una hoja de ruta para que, tanto a nivel legislativo como de política pública, los países 

modifiquen de manera progresiva pero efectiva, la situación de las mujeres y las niñas en los ámbitos educativo, 

laboral, económico, político y social. 

Para Jakobs Günter, el derecho penal como norma tiene por misión “garantizar la identidad de la sociedad [...] 

tomando el hecho punible en su significado, como aportación comunicativa, como expresión de sentido, y 

además, respondiendo ante él”, ha otorgado la suficiente comunicabilidad-social a las conductas violentas 

ejercidas en el seno familiar al ser conductas que lesionan gravemente el tejido social y cobran sentido en el 

ámbito de lo público al violentar bienes jurídicos relevantes para todo el colectivo, como lo es la dignidad 

humana y el derecho de las mujeres a vivir una vida libre de violencia y discriminación, de ahí que en los 

códigos penales, tanto federal como estatales, se instaura el delito de “violencia familiar”. 

Pese a los grandes esfuerzos que se han realizado para garantizar el respeto a los derechos humanos de las 

mujeres, siguen existiendo casos en los que se demuestra la falta de protección, por lo que es tarea del Estado 

Mexicano impulsar, garantizar y promover los derechos humanos de las mujeres desde los principios de 

universalidad, integralidad y progresividad. 

La violencia contra las mujeres, es una de las peores trabas que impide el goce pleno de sus derechos y del 

desarrollo de su personalidad. Según la Convención de Belem do Pará, la violencia contra las mujeres se 

manifiesta como cualquier acción o conducta basada en su género, que cause muerte, daño o sufrimiento físico, 

sexual o psicológico a la mujer, tanto en ámbito público como en el privado; esta definición nos permite 

visibilizar las diversas formas de agresiones que afrontan las mujeres a diario. 

En la Ley General de Acceso de las Mueres a una Vida libre de Violencia, la cual fue publicada en el Diario 

Oficial de la Federación en el año 2007, establece en su artículo 4º, los cuatro principios rectores para el acceso 

de todas las mujeres a una vida libre de violencia, los cuales consisten en: 

I. La igualdad jurídica entre la mujer y el hombre; 

II. El respeto a la dignidad humana de las mujeres; 

III. La no discriminación; y 

IV. La libertad de las mujeres 

En el informe de CEDAW/C/MEX/9 en ocasión del 9° informe periódico de México, recomienda “que de 

conformidad con las obligaciones que incumben al Estado parte en virtud de la Convención, en la consonancia 

con la meta 5.1 de los Objetivo de Desarrollo Sostenible, que es poner fin a todas las formas de discriminación 

contra todas las mujeres y las niñas en todo el mundo, y teniendo en cuenta la labor positiva realizada por el 

Estado parte al aprobar otras leyes generales, el Comité recomienda al Estado parte que: 



 

 
  

a) Derogue todas las disposiciones legislativas discriminatorias con las mujeres y las niñas y armonice las 

definiciones jurídicas y las sanciones relativas a los actos de discriminación y violencia contra las mujeres; 

b) Reforme el artículo 73 de la Constitución para que el Congreso pueda aprobar un código penal nacional 

que regule todos los asuntos penales, con inclusión de todos los delitos y sanciones, o establecer una base 

mínima que garantice plenamente los derechos de las mujeres mediante una ley penal general... 

Para el Grupo Parlamentario del PRD es prioritario continuar armonizando la legislación referente a erradicar la 

violencia hacia las mujeres. 

Por lo expuesto, la presente propuesta busca adicionar en el Artículo 73 constitucional el mandato de armonizar 

los delitos que debieran penalizarse con el objetivo de garantizar los derechos de las mujeres y las niñas a vivir 

una vida libre de violencias. 

Fundamento legal 

La suscrita, María Guadalupe Almaguer Pardo, diputada federal integrante de la LXIV Legislatura de la Cámara 

de Diputados; con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos y Artículo 6 numeral 1, facción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de 

Diputados, someto a consideración del Pleno de la H Cámara de Diputados el siguiente proyecto de 

Decreto por el que se adiciona un inciso da la fracción XXI del artículo 73 de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos 

Artículo Único. Se adiciona un inciso d a la fracción XXI del artículo 73 de la constitución, para quedar como 

sigue 

Artículo 73. El Congreso tiene la facultad. 

I-XX... 

XXI. Para expedir 

a)....c) 

d) La legislación en el Código Penal Federal que establezca todos los asuntos penales en un capítulo 

referente a las violencias contra las mujeres y niñas, con inclusión de todos los delitos, sanciones y /o 

derogaciones correspondientes que garantice plenamente los derechos de las mujeres y las niñas a 

vivir libre de violencias 

... 

... 

XXI. a XXXI. ... 

Transitorio 



 

 
  

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Segundo. El Congreso de la Unión contará con 180 días a la entrada en vigor del presente decreto para realizar 

las adecuaciones que resulten necesarias al Código Penal Federal a fin de hacer efectivas las disposiciones del 

presente decreto 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 14 de marzo de 2019. 

Diputada María Guadalupe Almaguer Pardo (rúbrica) 

 

 


